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           Junio 11 y 12 de 2014


	     IX.  EXPEDIENTE T3173251   - SENTENCIA SU-378/14  (junio 12)
           M.P. Luis Ernesto Vargas Silva  




La Corte Constitucional revocó la sentencia proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura el 31 de mayo de 2011, mediante la cual se había concedido parcialmente el amparo solicitado por José Elías Guerra de la Espriella, toda vez que denegó la pretensión de que se dejara sin efectos las sentencias penales dictadas en su contra, pero ordenó a la Comisión Intersectorial Permanente para la Coordinación y Seguimiento de la Política Nacional en materia de Derechos Humanos y Derecho Humanitario, analizar en el término de sesenta días el Dictamen 1623/2007 emitido por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas y evaluar la posibilidad de implementar sus recomendaciones en el ordenamiento jurídico colombiano. 

Lo primero que encontró el tribunal constitucional, es que no se cumplía en este caso con el requisito de inmediatez, inherente a la acción de amparo constitucional de derechos fundamentales. Observó, que el dictamen fue emitido el 18 de marzo de 2010 y notificado al Estado colombiano el 27 de abril de 2010, mientras que la acción de tutela fue presentada solo hasta el 9 de diciembre del mismo año, esto es, ocho meses después, sin que se haya justificado causa alguna de la demora en impetrar la acción constitucional. En segundo lugar, tampoco se satisface el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela que se instaura contra una decisión judicial en firme desde el 30 de noviembre de 1998, con la cual culminó el proceso penal cursado ante la justicia especial denominada entonces regional, por renuncia que el actor hizo en su momento del cargo de congresista y por tanto, a la competencia de la Corte Suprema de Justicia para la investigación y juzgamiento que le correspondía por el fuero constitucional. Al respecto, advirtió que en su oportunidad, el actor no hizo uso del recurso de casación contra la condena que se le impusiera en 1998, por los delitos de enriquecimiento ilícito de particular en concurso con los de falsedad en documento privado y estafa agravada. Entonces, acudió únicamente, a instaurar una acción de tutela contra los extintos Juzgado Regional de Santafé de Bogotá y Sala de Decisión del Tribunal Nacional, acción que fue declarada improcedente en primera y segunda instancia, fallos que posteriormente fueron confirmados por la Corte Constitucional mediante la sentencia T-469/2000. En la presente acción de tutela vuelve a plantearse un asunto ya que fue objeto de decisión en sede constitucional. A lo anterior, se agrega que no se acreditó que el actor en la presente oportunidad, hubiere adelantado ante la administración de justicia ordinaria actuación alguna en relación con el citado dictamen y que se le hubiere denegado, afectando sus derechos fundamentales por parte de los jueces que serían los llamados a conocer el contenido de la mencionada recomendación y si fuere del caso, adoptar las decisiones que correspondan en derecho.  Así mismo, observó que la existencia en esa época de la extinta justicia regional fue avalada en su constitucionalidad por esta Corporación.

En suma, para la Corte, contrario a lo señalado por el ad quem, no se encontró que existiera una amenaza o vulneración actual de derechos fundamentales que justificara la procedencia de la tutela, al mismo tiempo que el actor cuenta con otros medios de defensa judiciales y administrativos para reclamar si fuere del caso, la indemnización a la cual hace referencia el dictamen del Comité de Derechos Humanos, para lo cual, no es competente el juez de tutela.  Por consiguiente, no procedía el amparo constitucional impetrado por José Elías Guerra de la Espriella.  

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto

El magistrado Alberto Rojas Ríos se apartó de la decisión anterior. Como asunto previo,  consideró oportuno recordar que la ponencia derrotada y cuya posición nutre este salvamento de voto, había sido presentada a la Sala Plena de esta Corporación el día 13 de septiembre de 2012 por quienes antecedieron al Magistrado Rojas Ríos. Los argumentos expuestos en dicha ponencia fueron acogidos y defendidos por este último con base en las razones de naturaleza normativa y jurisprudencial que a continuación se exponen.

El magistrado Rojas Ríos fundamentó su posición en contra de la decisión tomada por la Sala Plena en tres argumentos, los cuales constituían las razones centrales de decisión en la ponencia que no fue acogida por la Sala Plena de esta Corporación. 

En primer lugar, sostuvo que existe la obligación de acatar los dictámenes del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. En efecto, el Estado colombiano aprobó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos-acordado en el seno de las Organización de las Naciones Unidas- por medio de la Ley 74 de 1968, la cual fue ratificada el 29 de octubre de 1969 y, por consiguiente, el mencionado tratado está en vigor en nuestro país desde el 23 de marzo de 1976. Con su adhesión a este tratado, el Estado colombiano se comprometió con las obligaciones contraídas en relación con el respeto y la protección de los derechos reconocidos en el Pacto, así como a observar de buena fe los dictámenes que profiera el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas , órgano encargado de vigilar su cumplimiento. Conclusión que ya había sido acogida por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde el año 2005, cuando en sentencia T-385 de 2005 ante un caso análogo en que se habían impuesto obligaciones al Estado colombiano, la Sala Quinta de Revisión manifestó que “las observaciones que profiera el Comité de Derechos Humanos deben observarse y ejecutarse por el Estado parte de buena fe, y es del resorte del juez constitucional pronunciarse sobre la existencia de una amenaza o violación a los derechos fundamentales cuando las circunstancias que subyacen a las recomendaciones internacionales ameriten su intervención.”
Con base en este fundamento normativo y jurisprudencial, la ponencia presentada por el magistrado Rojas concluía que se debía cumplir lo indicado por el Comité de Derechos Humanos, cuya orden dispuso que “el Estado parte debe proporcionar al autor un recurso efectivo, incluida una indemnización adecuada. El Estado parte tiene también la obligación de evitar que se cometan violaciones similares en el futuro”.  Decidir sobre si esta orden debe cumplirse o no, implica que la Corte Constitucional se atribuya competencia para examinar de fondo y para dejar sin efectos los dictámenes proferidos por el Comité de Derechos Humanos, en lo que hace relación al alcance de las garantías contenidas en el PIDCP, competencia que, consideró el magistrado Rojas, es ajena a este Tribunal Constitucional
En cumplimiento de la primera orden proferida por el Comité de Derechos Humanos, garantizar un recurso efectivo no consistiría, como pretendía el actor, en la anulación de las sentencias condenatorias que habían sido proferidas por la jurisdicción penal. No. Para el magistrado Rojas Ríos, se estaría acatando esta orden al garantizar al Sr. Guerra de la Espriella la posibilidad de solicitar que fuera revisado el fallo condenatorio por medio de la acción de revisión, la cual cabe contra las sentencias ejecutoriadas, de conformidad con lo señalado en el artículo 192 del Código de Procedimiento Penal. No obstante, en este caso no se presentaban las causales de revisión contempladas en el artículo 194 de la Ley 906 de 2004, se consideraba que tal circunstancia no podía convertirse en un obstáculo para dar cumplimiento al dictamen emitido por el Comité de Derecho Humanos, pues las limitaciones de la legislación interna no pueden ser esgrimidas válidamente por los Estados parte para incumplir los dictámenes proferidos por organismo internacionales.

Respecto de la indemnización ordenada por el Comité de Derechos Humanos, en la ponencia que presentara el magistrado Rojas Ríos, se concluía que la acción de tutela no era el mecanismo adecuado para solicitar dicha indemnización, pues esta labor corresponde al Comité de Ministros previsto para dar cumplimiento a las órdenes dadas por organismos internacionales que sean vinculantes para el Estado colombiano. Esto por cuanto, el ordenamiento interno colombiano tiene previsto un mecanismo para ordenar indemnizaciones de esta naturaleza el cual aparece regulado por la Ley 288 de 1996. La disposición aplicable al caso se encuentra en el parágrafo 2º del artículo 2 de la Ley 288 de 1996, el cual señala textualmente: “PARÁGRAFO 2o. Cuando el Comité considere que se no (sic) reúnen los presupuestos a que hace referencia el parágrafo anterior, deberá comunicarlo así al Gobierno Nacional para que presente la demanda o interponga los recursos del caso contra la aludida decisión ante órgano internacional competente, si lo hubiere. En todo caso, si no existiere segunda instancia prevista en el tratado internacional aplicable o se hubiere agotado el término para impugnar la decisión, el Comité deberá rendir concepto favorable al cumplimiento de la decisión del órgano internacional”.

Por esta razón, en la parte resolutiva de la ponencia puesta en consideración de la Sala Plena por el magistrado Rojas Ríos, se ordenaba dar procedencia a un recurso extraordinario de revisión de las sentencias que condenaron al actor; y ii) que “[e]l Comité de Ministros previsto en el artículo 2 de la Ley 288 de 1996, integrado por el Ministro del Interior; el Ministro de Relaciones Exteriores; el Ministro de Justicia y del Derecho; el Ministro de Defensa Nacional [se reuniera] dentro de los diez días siguientes a la notificación del presente fallo de tutela para efectos de estudiar la indemnización del Sr. Guerra de la Espriella, para lo cual deberá dar estricta aplicación a lo señalado en el parágrafo del artículo 2 de la Ley 288 de 1996”.

Estas fueron las razones de naturaleza normativa y jurisprudencial que daban sustento a la ponencia presentada por el magistrado Rojas Ríos, que fue derrotada en la Sala Plena, y que ahora dan fundamento a su salvamento de voto.
Por su parte, los magistrados Mauricio González Cuervo, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Nilson Pinilla Pinilla anunciaron la presentación de sendas aclaraciones de voto sobre algunos de los aspectos analizados en esta sentencia. 
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